
CONCEPTOS SOBRE ENCUENTROS SUPERSOLIDARIOS – CÚCUTA 

 Consulta. 

“La normatividad del SARLAFT no especifica tipo de sanción que  se aplicaría a la entidad y/o 

directivos que incumplan las normas (sanción administrativa, penal, económica)” (sic). 

Concepto. 

Las normas relacionadas con Sistemas de Administración de Riesgos de Lavado de Activos y 

Financiación del Terrorismo (SARLAFT) tienen por objetivo regular todos los asuntos para la 

prevención de tales riesgos. 

Es función de la Superintendencia supervisar a las vigiladas para que cumplan con las normas 

Constitucionales, Legales, estatutarias o reglamentarias que las regulan, dentro de las cuales hace 

parte aquellas referidas a SARLAFT
1
. 

Si en el curso de una investigación administrativa sancionatoria, la Superintendencia acredita que 

una organización vigilada o sus miembros de los órganos de administración y control transgreden 

disposiciones Constitucionales, Legales, estatutarias o reglamentarias podrá imponer las 

sanciones que establecen los numerales 6
2
, 7

3
 y 8

4
 del artículo 36 de la Ley 454 de 1998, 

concordantes con las que dispone el Decreto 186 de 2004, sin perjuicio de aplicar las que 

establece el numeral 3
5
 del artículo 208 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero. 

 Consulta. 

“Si la Superintendencia no es la entidad competente para tramitar las quejas de los asociados, qué 

legislación nos permite manejar los conflictos entre asociados?” (sic). 

Concepto. 

Para efectos de emitir concepto sobre esta consulta es necesario traer a colación el numeral 2 del 

artículo 35 y numeral 14 del artículo 36 de la Ley 454 de 1998, los cuales disponen lo siguiente:  

“Artículo 35. Objetivos y finalidades. La Superintendencia de la Economía Solidaria, en su 

carácter de autoridad técnica de supervisión desarrollará su gestión con los siguientes 

objetivos y finalidades generales: 2. Proteger los intereses de los asociados de las 

organizaciones de Economía Solidaria, de los terceros y de la comunidad en general”. 

                                                           
1
 Sobre el particular el numeral 1 del artículo 35 de la Ley 454 de 1998 preceptúa: “Objetivos y finalidades. La Superintendencia de la Economía Solidaria, en su carácter de autoridad técnica de 

supervisión desarrollará su gestión con los siguientes objetivos y finalidades generales: 1. Ejercer el control, inspección y vigilancia sobre las entidades que cobija su acción para asegurar el 
cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias y de las normas contenidas en sus propios estatutos”. 
2
 “6. Imponer sanciones administrativas personales. Sin perjuicio de la responsabilidad civil a que haya lugar, cuando cualquier director, gerente, revisor, fiscal u otro funcionario o empleado de una 

entidad sujeta a la vigilancia del Superintendente de la Economía Solidaria autorice o ejecute actos violatorios del estatuto de la entidad, de alguna ley o reglamento, o de cualquier norma legal a que 
el establecimiento deba sujetarse, el Superintendente de la Economía Solidaria podrá sancionarlo, por cada vez, con una multa hasta de doscientos (200) salarios mínimos a favor del Tesoro 
Nacional. El Superintendente de la Economía Solidaria podrá, además, exigir la remoción inmediata del infractor y comunicará esta determinación a todas las entidades vigiladas. Las multas previstas 
en este artículo, podrán ser sucesivas mientras subsista el incumplimiento de la norma y se aplicarán sin perjuicio de lo dispuesto en los numerales 1º, 2º y 3º del artículo 208 del Estatuto Orgánico 
del Sistema Financiero”. 
3
 “7. Imponer sanciones administrativas institucionales. Cuando el Superintendente de la Economía Solidaria, después de pedir explicaciones a los administradores o a los representantes legales de 

cualquier institución sometida a su vigilancia, se cerciore de que estos han violado una norma de su estatuto o reglamento, o cualquiera otra legal a que deba estar sometido, impondrá al 
establecimiento, por cada vez, una multa a favor del Tesoro Nacional de hasta doscientos (200) salarios mínimos, graduándola a su juicio, según la gravedad de la infracción o el beneficio pecuniario  
obtenido, o según ambos factores. Las multas previstas en este numeral podrán ser sucesivas mientras subsista el incumplimiento de la norma y se aplicarán sin perjuicio de lo dispuesto en los 
numerales 1º, 2º y 3º del artículo 208 del presente estatuto”. 
4 “8. Ordenar la remoción de directivos, administradores, miembros de juntas de vigilancia, representantes legales, revisor fiscal y funcionarios o empleados de las organizaciones solidarias sometidas 
a su supervisión cuando se presenten irregularidades que así lo ameriten”. 
5
 “3. Sanciones. Las siguientes son las sanciones de carácter administrativo que la Superintendencia Bancaria puede imponer: a). Amonestación o llamado de atención; b). Multa pecuniaria a favor 

del Tesoro Nacional. Cuando se trate de las sanciones previstas en el artículo 209 de este Estatuto, la multa podrá ser hasta de ciento diez millones de pesos ($110.000.000,00) del año 2002. 
Cuando se trate de las sanciones previstas en el artículo 211 de este Estatuto y no exista norma especial que establezca la respectiva sanción, la multa podrá ser hasta de quinientos cincuenta 
millones de pesos ($550.000.000,00) del año 2002; c). Suspensión o inhabilitación hasta por cinco (5) años para el ejercicio de aquellos cargos en entidades vigiladas por la Superintendencia 
Bancaria que requieran para su desempeño la posesión ante dicho organismo; d). Remoción de los administradores, directores, representantes legales o de los revisores fiscales de las personas 
vigiladas por la Superintendencia Bancaria. Esta sanción se aplica sin perjuicio de las que establezcan normas especiales; e). Clausura de las oficinas de representación de instituciones financieras y 
de reaseguros del exterior. Las sumas indicadas en este numeral se ajustarán anualmente, en el mismo sentido y porcentaje en que varíe el Indice de Precios al Consumidor suministrado por el 
DANE. Las multas pecuniarias previstas en este artículo podrán ser sucesivas mientras subsista el incumplimiento que las originó”. 



“Artículo 36. Funciones de la Superintendencia de la Economía Solidaria. Son facultades 

de la Superintendencia de la Economía Solidaria para el logro de sus objetivos: 14. Dar 

trámite a las reclamaciones o quejas que se presenten contra las entidades supervisadas, 

por parte de quienes acrediten un interés legítimo con el fin de establecer eventuales 

responsabilidades administrativas y ordenar las medidas que resulten pertinentes”. 

De los citados textos legales inferimos que, la Superintendencia goza de facultades legales para 

tramitar todas las quejas que los interesados presenten en contra de organizaciones vigiladas o de 

los miembros que integran los órganos de administración o control. 

El trámite que esta Superintendencia aplica a las reclamaciones o quejas tiene dos instancias, a 

saber: (i) la que debe agotar el quejoso ante el órgano de control de la vigilada y (ii) la vigilancia, 

inspección y control que ejerce la Superintendencia ante la omisión en el ejercicio de las funciones 

por parte del órgano de control de la vigilada. 

El primer caso encuentra sustento legal en el numeral 3 del artículo 40 de la Ley 79 de 1988, el 

cual establece: 

“Artículo 40. Son funciones de la Junta de Vigilancia: 3.   Conocer los reclamos que 

presenten los asociados en relación con la prestación de servicios, trasmitirlos y solicitar 

los correctivos por el conducto regular y con la debida oportunidad” (subrayamos). 

Acorde con lo dispuesto en el artículo 40 ibídem, es claro que la primera instancia de toda 

reclamación debe ser tramitada por el órgano de control social de la vigilada, el cual tiene el deber 

legal de solicitar los correctivos del caso. 

En principio, las funciones de supervisión de la Superintendencia no implican intervenciones en la 

autonomía administrativa y jurídica de las vigiladas, tal como lo dispone el inciso final del artículo 

151 de la Ley 79 de 1988, el cual cita:  

“(…) Las funciones de inspección y vigilancia no implican por ningún motivo facultad de 

cogestión o intervención en la autonomía jurídica y democrática de las cooperativas”. 

Sin embargo, ante la omisión en el ejercicio de las funciones que la Ley otorga a los miembros de 

los órganos de administración y control de las vigiladas, la Superintendencia tiene capacidad legal 

para intervenir en la autonomía de éstas y en consecuencia ordenar los correctivos e imponer las 

sanciones a que hubiere lugar. 

Lo anotado en el párrafo anterior es lo que constituye la segunda instancia en la que la 

Superintendencia actúa con el objetivo de proteger los intereses de los asociados, terceros y de la 

comunidad en general. 

Tales actuaciones implican el ejercicio de funciones de sanción y control según la gravedad del 

asunto.   

Si en el curso de una investigación administrativa sancionatoria, la Superintendencia acredita que 

una organización vigilada o sus miembros de los órganos de administración y control transgreden 

disposiciones Constitucionales, Legales, estatutarias o reglamentarias podrá imponer las 

sanciones que establecen los numerales 6
6
, 7

7
 y 8

8
 del artículo 36 de la Ley 454 de 1998, 
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 “6. Imponer sanciones administrativas personales. Sin perjuicio de la responsabilidad civil a que haya lugar, cuando cualquier director, gerente, revisor, fiscal u otro funcionario o empleado de una 

entidad sujeta a la vigilancia del Superintendente de la Economía Solidaria autorice o ejecute actos violatorios del estatuto de la entidad, de alguna ley o reglamento, o de cualquier norma legal a que 
el establecimiento deba sujetarse, el Superintendente de la Economía Solidaria podrá sancionarlo, por cada vez, con una multa hasta de doscientos (200) salarios mínimos a favor del Tesoro 
Nacional. El Superintendente de la Economía Solidaria podrá, además, exigir la remoción inmediata del infractor y comunicará esta determinación a todas las entidades vigiladas. Las multas previstas 



concordantes con las que dispone el Decreto 186 de 2004, sin perjuicio de aplicar las que 

establece el numeral 3
9
 del artículo 208 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero. 

Sumado a lo anterior, la Superintendencia podrá expedir actos administrativos que imponen 

procesos de toma de posesión, con las correspondientes medidas preventivas que establece el 

Decreto 2555 de 2010 y demás normas concordantes y complementarias
10

.    

 Consulta. 

“Es posible que el rubro del fondo de desarrollo empresarial que está en el patrimonio se traslade 

al pasivo?” (sic). 

Concepto. 

Por tratarse de una consulta de tipo contable, la Oficina Asesora Jurídica se atiene al concepto que 

emita el profesional que tenga formación contable o financiera de la Delegatura que avoque 

conocimiento sobre el particular. 

 Consulta. 

“Cual es el concepto de la Superintendencia frente a la creación de capital institucional vía 
gastos?” 

Previo a emitir nuestro concepto debemos partir de las siguientes premisas: el artículo 56
11

 de la 

Ley 79 de 1988 goza de presunción de (i) constitucionalidad y (ii) de legalidad.  

Por una parte, dicha norma es constitucional porque sus parámetros normativos no han sido 

declarados inexequibles o condicionados por la Corte Constitucional, por tal razón el contenido 

normativo establecido en dicha norma jurídica debe entenderse ajustado a la Constitución hasta 

que exista un pronunciamiento en contrario.   

Por otra parte y en el mismo sentido, la norma en mención está amparada por el principio de 

legalidad, en el entendido que ésta fue expedida por el Congreso de la República en debida forma 

y se encuentra vigente, por lo que surte efectos jurídicos respecto de su ámbito de aplicación.  

Bajo este enfoque, el citado artículo 56 es de obligatorio cumplimiento respecto de lo que éste 

regula, como es el caso de los “incrementos progresivos de las reservas y fondos con cargo al 

ejercicio anual”.  

 

                                                                                                                                                                                 
en este artículo, podrán ser sucesivas mientras subsista el incumplimiento de la norma y se aplicarán sin perjuicio de lo dispuesto en los numerales 1º, 2º y 3º del artículo 208 del Estatuto Orgánico 
del Sistema Financiero”. 
7
 “7. Imponer sanciones administrativas institucionales. Cuando el Superintendente de la Economía Solidaria, después de pedir explicaciones a los administradores o a los representantes legales de 

cualquier institución sometida a su vigilancia, se cerciore de que estos han violado una norma de su estatuto o reglamento, o cualquiera otra legal a que deba estar sometido, impondrá al 
establecimiento, por cada vez, una multa a favor del Tesoro Nacional de hasta doscientos (200) salarios mínimos, graduándola a su juicio, según la gravedad de la infracción o el beneficio pecuniario  
obtenido, o según ambos factores. Las multas previstas en este numeral podrán ser sucesivas mientras subsista el incumplimiento de la norma y se aplicarán sin perjuicio de lo dispuesto en los 
numerales 1º, 2º y 3º del artículo 208 del presente estatuto”. 
8 “8. Ordenar la remoción de directivos, administradores, miembros de juntas de vigilancia, representantes legales, revisor fiscal y funcionarios o empleados de las organizaciones solidarias sometidas 
a su supervisión cuando se presenten irregularidades que así lo ameriten”. 
9
 “3. Sanciones. Las siguientes son las sanciones de carácter administrativo que la Superintendencia Bancaria puede imponer: a). Amonestación o llamado de atención; b). Multa pecuniaria a favor 

del Tesoro Nacional. Cuando se trate de las sanciones previstas en el artículo 209 de este Estatuto, la multa podrá ser hasta de ciento diez millones de pesos ($110.000.000,00) del año 2002. 
Cuando se trate de las sanciones previstas en el artículo 211 de este Estatuto y no exista norma especial que establezca la respectiva sanción, la multa podrá ser hasta de quinientos cincuenta 
millones de pesos ($550.000.000,00) del año 2002; c). Suspensión o inhabilitación hasta por cinco (5) años para el ejercicio de aquellos cargos en entidades vigiladas por la Superintendencia 
Bancaria que requieran para su desempeño la posesión ante dicho organismo; d). Remoción de los administradores, directores, representantes legales o de los revisores fiscales de las personas 
vigiladas por la Superintendencia Bancaria. Esta sanción se aplica sin perjuicio de las que establezcan normas especiales; e). Clausura de las oficinas de representación de instituciones financieras y 
de reaseguros del exterior. Las sumas indicadas en este numeral se ajustarán anualmente, en el mismo sentido y porcentaje en que varíe el Indice de Precios al Consumidor suministrado por el 
DANE. Las multas pecuniarias previstas en este artículo podrán ser sucesivas mientras subsista el incumplimiento que las originó”. 
10 Ver artículo 9.1.1.1.1 del Decreto 2555 de 2010. 
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 “Artículo 56. Las cooperativas podrán crear por decisión de la Asamblea General otras reservas y fondos con fines determinados. Igualmente podrán prever en sus presupuestos y registrar en su 

contabilidad incrementos progresivos de las reservas y fondos con cargo al ejercicio anual”. 



En este sentido, las interpretaciones, por muy respetables que sean, en momento alguno puede 

llevar a desconocer el contenido de disposiciones jurídicas que no han sido declaradas ni 

inconstitucionales, ni ilegales por los órganos competentes. 

La Ley 79 de 1988 no contiene disposición legal que defina ejercicio anual, por lo que para 

entender el precepto normativo antes citado debemos establecer el significado de ejercicio anual, 

debido a que con cargo a éste es que las cooperativas podrán incrementar en forma progresiva 

sus reservas y fondos. 

Los Estados Financieros son definidos como
12

: “Informe que refleja la situación financiera de una 

empresa. Los más conocidos son el Balance Contable y el Estado de Pérdidas y Ganancias. El 

primero refleja la situación a un instante determinado. El segundo está referido a un periodo y 

muestra el origen de las pérdidas o ganancias del periodo. Otro estado financiero importante es el 

de fuentes y usos de Fondos que muestran el origen y la aplicación de los flujos de caja del 

periodo, permitiendo identificar el financiamiento de las pérdidas y el destino de las ganancias”.  

En relación con el estado de resultados traemos a colación
13

 la siguiente definición: “El estado de 

resultados o de pérdidas o ganancias muestra los ingresos y los gastos, así como la utilidad o 

pérdida resultante de las operaciones de la empresa durante un periodo de tiempo determinado, 

generalmente un año. Es un estado dinámico, ya que refleja una actividad. Es acumulativo, es 

decir, resume las operaciones de una compañía desde el primero hasta el último día del periodo”. 

En este orden de ideas, el ejercicio anual refleja y comprende toda la información de los estados 

financieros de la organización, durante el período comprendido entre el 1 de enero y el 31 de 

diciembre de la vigencia correspondiente. El ejercicio anual no es sinónimo de gastos; éstos son un 

rublo del total que integran el ejercicio anual de una organización.  

Hechas las anteriores consideraciones, nuestro concepto respecto de su interrogante es el 

siguiente: es posible incrementar progresivamente los fondos y reservas con cargo al ejercicio 

anual siempre que el resultado del ejercicio arroje excedentes. De lo contrario, es decir bajo 

escenarios de pérdidas, no es posible tal opción.  

Por supuesto, el porcentaje que se destinará del excedente será el remanente que queda luego de 
los descuentos que establece el inciso primero del artículo 54

14
 de la Ley 79 de 1988. 
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 Diccionario Financiero. Página web: www.notinet.com. 
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 Diccionario Financiero. Página web: www.notinet.com. 
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 El texto es el siguiente: “Si del ejercicio resultaren excedentes, éstos se aplicarán de la siguiente forma: un veinte por ciento (20%) como mínimo para crear y mantener una reserva de protección 
de los aportes sociales; un veinte por ciento (20%) como mínimo para el fondo de educación y un diez por ciento (10%) mínimo para un fondo de solidaridad”. 
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